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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de diciembre de 2019.  

El señor Kevin Rivera Cuadrado (el señor Rivera o el apelante) 

solicita, mediante el presente recurso de Apelación, la revocación de 

una Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia el 19 de 

junio de 2019. Mediante la misma, el foro primario fijó una pensión 

alimentaria a favor de Manuel Rivera Vargas (el apelado).  

El presente caso tiene su origen en una demanda en solicitud de 

alimentos entre parientes presentada por el apelado el 10 de junio de 

2019. En esta, alegó haber comenzado sus estudios universitarios 

siendo menor y ahora, al haber advenido mayor de edad, solicitó la 

continuidad del pago de la pensión alimentaria y del plan médico 

provisto por su padre mientras proseguía con sus estudios. El señor 

Rivera contestó la demanda el 12 de junio de 2019 y se allanó a 
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continuar con el pago de los $600.00 mensuales en concepto de pensión 

alimentaria, así como también del plan médico a favor de su hijo. Sin 

embargo, solicitó que se incluyera a la madre del apelado como parte 

indispensable y se tomaran en consideración sus otras obligaciones 

alimentarias.  

De esa manera, el Tribunal de Primera Instancia emitió la 

Sentencia apelada e impuso una pensión alimentaria a favor del apelado 

por la suma solicitada de $600.00 mensuales, además del pago del plan 

médico. El señor Rivera solicitó entonces la reconsideración y el relevo 

del dictamen, lo cual fue denegado. Inconforme, comparece ante este 

Tribunal de Apelaciones y plantea que incidió el foro primario al emitir 

sentencia en ausencia de la madre del alimentista, sin considerar la 

aportación y capacidad económica de esta. Asimismo, señala como 

error que no se celebrara una vista evidenciaria para determinar 

necesidad y capacidad, además de que no se consideraran las 

obligaciones alimentarias adicionales del apelante.  

Al momento de establecer el monto de una pensión alimentaria, 

el Art. 146 del Código Civil de Puerto Rico establece que “[l]a cuantía 

de los alimentos será proporcionada a los recursos del que los da y a las 

necesidades del que los recibe, y se reducirán o aumentarán en 

proporción a los recursos del primero y a las necesidades del segundo”. 

31 LPRA sec. 565. Conforme a ello, es reconocido que un Tribunal 

puede ordenar el pago de alimentos a un hijo mayor de edad que haya 

comenzado sus estudios universitarios durante su minoridad y 

demuestre que tiene necesidad de dicha ayuda. Argüello v. Argüello, 

155 DPR 62 (2001). No obstante, para ser merecedor de tal beneficio, 

se deberá demostrar aptitud para los estudios a base de los resultados 
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académicos obtenidos y la razonabilidad del objetivo 

deseado. Rodríguez Amadeo v. Santiago Torres, 133 DPR 785 (1993). 

Lo anterior obedece a que la obligación de alimentar a los hijos 

no cesa automáticamente porque estos hayan alcanzado la mayoridad. 

Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 550 (2012). Por el 

contrario, el Tribunal Supremo ha establecido que es responsabilidad 

del alimentante informar al Tribunal de que sus hijos alimentistas están 

próximos a llegar a la mayoridad para ser relevado del pago de la 

pensión alimentaria. De lo contrario, “la pensión otorgada a un menor 

de edad continuará en vigor -aunque advenga a la mayoría de edad- 

hasta que no se realice el trámite procesal descrito anteriormente”. Id., 

pág. 576.  

Asimismo, el alimentante que acepte tener capacidad económica 

no puede impugnar posteriormente la pensión fijada conforme a las 

necesidades razonables del alimentista, bajo el argumento de que no 

tiene capacidad económica para pagarla. Chévere v. Levis, 150 DPR 

525 (2000). Como consecuencia, cuando un progenitor o una 

progenitora alimentante admite que posee medios suficientes para 

cubrir su obligación se prescinde del mecanismo de descubrimiento de 

prueba para determinar su situación económica. De León Ramos v. 

Navarro Acevedo, 195 DPR 157 (2016).  

Por otra parte, una parte indispensable es aquella que tiene “un 

interés común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia”. 

Regla 16.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 16.1. En 

síntesis, no se trata de cualquier parte, sino “aquella de la cual no se 

puede prescindir y cuyo interés en la cuestión es de tal magnitud, que 

no puede dictarse un decreto final entre las otras partes sin lesionar y 
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afectar radicalmente sus derechos”. García Colón et al v. Sucn. 

González, 178 DPR 527, 548 (2010). Es decir, lo que se busca con esta 

regla es proteger a la parte que no está presente de los efectos legales 

de la sentencia y evitar la multiplicidad de los pleitos mediante un 

remedio efectivo y completo. Rodríguez Rodríguez v. Moreno 

Rodríguez, 135 DPR 623 (1994).  

El planteamiento de falta de parte indispensable, por no incluirse 

en la demanda a la progenitora del apelado, no nos persuade. Según 

discutimos, la norma procesal busca proteger los intereses de la parte 

ausente de los efectos perjudiciales del dictamen. En ese sentido, el 

apelado no tiene una reclamación o solicitud de remedio en contra de 

su progenitora y en nada perjudica a esta la demanda de epígrafe. De 

modo similar, resulta inmeritorio el planteamiento de que se debía 

considerar la aportación y capacidad económica de ambos progenitores 

mediante la celebración de una vista evidenciaria toda vez que, en su 

contestación a la demanda, el señor Rivera aceptó sufragar la totalidad 

de la suma reclamada por el apelado, así como su plan médico, 

reconociendo de ese modo su capacidad económica para ello.  

De esa manera, resulta contradictorio que el apelante, por un 

lado, acepte voluntariamente pagar la pensión según solicitada sin 

cuestionar la necesidad del apelado ni su aprovechamiento económico 

y, por otro, impugne el dictamen que impuso tal pensión. Cabe recordar, 

además, que el apelante en ningún momento informó al Tribunal que 

su hijo estaba próximo a llegar a la mayoridad para poder ser relevado 

del pago de la pensión alimentaria. Por tanto, tal pensión, idéntica a la 

solicitada ahora por el alimentista, continuó en vigor hasta tanto dicho 
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trámite no se realizara, independientemente de que este adviniera a la 

mayoría de edad.  

En atención a lo anterior, y en ausencia de jurisprudencia o de 

alguna otra fuente interpretativa que nos mueva a razonar que la 

Sentencia del Tribunal de Primera Instancia no fue correcta en derecho, 

confirmamos el dictamen apelado.  

Consecuentemente denegamos la “Moción en Auxilio de 

Jurisdicción y Solicitud de Paralización” presentada el 10 de diciembre 

de 2019.  

Notifíquese de inmediato.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


